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E l objetivo principal de este ensayo crítico es revisar
las propuestas en materia de propaganda electo-
ral contenidas en la iniciativa de reforma electoral

presentada el 4 de marzo de 2026 por la presidenta Clau-
dia Sheinbaum a la Cámara de Diputados. Es importante 
dejar constancia de la propuesta, aunque ésta haya sido 
rechazada una semana después con el voto en contra 
de todos los partidos de oposición. El análisis quedará 
incompleto en la memoria histórica, porque en su mo-
mento no se dieron a conocer las reformas necesarias a 
las leyes secundarias. 

Antes de entrar propiamente en materia merece la pena 
destacar que la mandataria tuvo que enfrentar muchas 
complicaciones para que la Comisión Presidencial, creada 
por ella y encabezada por Pablo Gómez Álvarez, final-
mente le entregara un borrador que decidiera presen-
tar. La Comisión se instauró en septiembre de 2025 y se 
comprometió a entregar la propuesta en enero de 2026. 
Desde la primera entrega se hizo público el rechazo del 
Partido Verde Ecologista de México (PVEM) y del Partido 
del Trabajo (PT), aliados indispensables para conseguir la 
mayoría calificada exigida para aprobar la reforma cons-
titucional. Finalmente, la iniciativa se presentó un mes 
después de lo previsto. 

Por declaraciones de la presidenta y del coordinador de 
los diputados morenistas, ya habían previsto que la ini-
ciativa sería rechazada; no obstante, la presidenta deci-
dió que era mejor presentarla que cancelar el proyecto. 
Se aprobó en comisiones solamente con el voto de los 
morenistas y fue rechazada por el Pleno. Por primera vez 
en la historia del país se rechazaron de manera consecu-
tiva dos reformas en materia electoral presentadas por el 
Ejecutivo; la primera, por López Obrador, presentada en 
abril de 2022 y rechazada en diciembre del mismo año; 
la segunda, cuatro años después. No es de sorprender 

el resultado, ya que ambas se hicieron desde el Poder 
Ejecutivo sin un proceso de negociación previa con los 
partidos de oposición y a espaldas de la sociedad civil.

La iniciativa incluía algunas modificaciones importantes 
en términos de lo que hemos conocido desde 2008 como 
el Modelo de Comunicación Política (MCP), contenido en 
el artículo 41, fracción III, que cuenta con cuatro aparta-
dos (A, B, C y D). Ahí se regula todo lo relacionado con el 
MCP: el derecho de acceso a los medios de comunicación 
que tienen los partidos políticos y las candidaturas inde-
pendientes; los tiempos de que dispondrán los partidos 
y las autoridades electorales en tiempos ordinarios, de 
precampaña y campaña; las horas en las que deben pau-
tarse los comerciales (spots); señala al MCP las muchas 
restricciones que se imponen a la libertad de expresión 
en nombre de la equidad; la responsabilidad del INE de 
administrar los tiempos del Estado y el llamado Proce-
dimiento Especial Sancionador (PES) como medio de 
impugnación privilegiado para procesar las infracciones 
relacionadas con la propaganda de los contrarios. 

Dice la presidenta, en la Exposición de Motivos de la 
iniciativa, que entre sus objetivos estaba “Consolidar el 
modelo de gobernanza basado en la austeridad republi-
cana, la transparencia y la rendición de cuentas” y “Dis-
minuir el costo de las elecciones y los recursos destinados 
a los partidos políticos”; con base en ello se hicieron las 
propuestas tanto de reducir el financiamiento público a 
los partidos, así como de disminuir el acceso de autorida-
des y contendientes a los tiempos del Estado. En ambos 
casos la reducción era de un 25%; el tiempo en radio y 
TV hubiese pasado de 48 a 36 minutos por día por esta-
ción de radio o canal de televisión (art. 41, fracción III, 
apartado A). Estas propuestas fueron cruciales para que 
el PT y el PVEM no acompañaran la iniciativa de reforma 
y finalmente fuera votada en contra. 
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La iniciativa no proponía la reducción de los tiempos del 
Estado para regresarlos a los concesionarios, por lo que 
es de suponerse que esos 13 minutos sobrantes queda-
rían a disposición del gobierno. Si bien es cierto que la 
Constitución prevé en el artículo 41 en el último párrafo 
del apartado C lo siguiente: ”Las únicas excepciones a 
lo anterior [es decir, utilizar los tiempos del Estado para 
propaganda gubernamental que no esté relacionada con 
los procesos electorales] serán las campañas de infor-
mación de las autoridades electorales, las relativas a 
servicios educativos y de salud, o las necesarias para 
la protección civil en casos de emergencia”, también 
es cierto que la iniciativa no contenía disposiciones que 
determinaran qué uso podría darle el gobierno a este 
tiempo, es decir, podría utilizarse de manera discrecional 
por el gobierno en turno. 

En la fracción III, apartado C del artículo en comento se 
agregaba una disposición con relación a los usos de la 
inteligencia artificial (IA): “Todo contenido relacionado 
con los procesos electorales que sea modificado o alte-
rado mediante el uso de inteligencia artificial o cualquier 
otra metodología deberá estar etiquetado por su emisor 
para su identificación en los términos que establezca la 
ley. Las personas concesionarias de radio o televisión, 
así como las plataformas de servicios digitales, serán 
responsables de identificar, evitar la difusión y adver-
tir sobre contenido no etiquetado. La ley establecerá 
las responsabilidades medidas y sanciones aplicables”. 
Considero indispensable citarla textualmente para poder 
hablar con claridad de las implicaciones que hubiese 
tenido su aprobación.

Esta norma presenta muchos problemas, empezando por 
la mala técnica legislativa de elevar a norma constitucio-
nal una herramienta tecnológica específica como lo es 
la IA, con lo que se contraviene el carácter general que 
deben tener las disposiciones constitucionales y refuerza 
la tradición prohibicionista del MCP. Se obliga a los emi-
sores (partidos y candidatos) a que etiqueten de manera 
visible e indubitable que el contenido se ha modificado a 
través de la IA. Subrayamos la palabra modificado por-
que así está en la iniciativa, dejando de lado contenidos 
que pudieran ser creados en su totalidad con el uso de 
estas herramientas. 

Más allá de este aparente error de redacción, vale la pena 
hacer los siguientes comentarios al respecto. El primero 

tiene que ver con la efectividad de las etiquetas y los 
estribillos que desde hace tiempo los partidos y gobier-
nos se ven obligados a agregar a su propaganda que, sin 
exagerar, rayan en lo ridículo. Me refiero, por supuesto, 
al estribillo que los partidos políticos están obligados a 
incluir en los spots que corresponden a los períodos de 
precampaña que se transmiten en la radio y la televisión 
en el ámbito nacional; palabras más, palabras menos, 
deben decir “Esta propaganda está dirigida a los mili-
tantes de X partido”. Todas las personas expuestas a los 
medios de comunicación lo ven y lo escuchan irreme-
diablemente, por lo que resulta un tanto cuanto irriso-
rio advertir que no va dirigido a todas las audiencias. El 
otro ejemplo es el colofón que se adiciona a los spots 
de los programas sociales para aclarar al público que se 
financian con recursos públicos y por tanto son ajenos al 
partido en el gobierno.

El segundo se relaciona con la incapacidad del Poder 
Legislativo de entender y delimitar qué y cómo debe 
reglamentarse en el uso de una herramienta tecnológica 
como es la IA. Si bien podemos admitir que en la legisla-
ción de muchos países se han incorporado medidas que 
buscan evitar las fake news en las campañas electorales, 
la disposición parece asumir, sin decirlo, que el uso de 
IA es sinónimo de una distorsión malintencionada de la 
realidad. Por otro lado, la vertiginosa velocidad a la que 
avanza la tecnología es imposible de capturar o detener 
con legislaciones que no tomaron en cuenta todas las 
complejas aristas de este problema. No ha habido una 
discusión seria en el país que haya delimitado qué se 
debe regular y qué no, y qué se puede regular y qué 
no. Más allá de las elecciones, urge centrar esfuerzos y 
convocar a personas que hayan pensado de cara al futuro 
qué es posible hacer. 

La nueva disposición restringe, una vez más, el dis-
curso público y por tanto atenta en contra de la liber-
tad de expresión; si bien es claramente sabido que los 
derechos humanos no son absolutos y que sólo pueden 
limitarse por otro derecho humano, también es cierto 
que se exige una argumentación reforzada y que por 
ello debería cuidarse esmeradamente la redacción de la 
norma, para que estas restricciones fueran las mínimas 
indispensables. Justificación que no encontramos en la 
exposición de motivos, tampoco tuvimos la oportunidad 
de conocer el desarrollo de la legislación secundaria en 
la que nos hubiera gustado ver claramente delineada la 
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normatividad a fin de evitar la discrecionalidad y el abuso 
de poder del Estado o de los concesionarios. 

Tercero, en la propuesta se hacía responsables a los con-
cesionarios de radio y televisión, así como a los dueños 
y administradores de las plataformas en las que circulan 
las redes sociales, de detectar estos contenidos, etique-
tarlos y, en su caso, bajarlos del medio de transmisión 
que estamos hablando; al respecto, hay que hacer dos 
comentarios: uno, se descarga en los concesionarios la 
responsabilidad de analizar los comerciales entregados 
por partidos y candidatos, y se pide que se les agregue 
una etiqueta cuando el emisor no lo haya hecho o bien 
que baje ese comercial y no lo transmita. Esto puede 
calificarse como un mecanismo de censura previa. Dos, 
al quedar algunas decisiones sobre propaganda electoral 
en manos de terceros ajenos a las autoridades electo-
rales, el Instituto Nacional Electoral (INE) y el Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, se inflige 
una disminución en la autonomía de ambos. 

Esta observación adquiere relevancia porque la iniciativa 
incluyó tres situaciones similares, además de la que aquí 
se comenta, a saber: la intervención de las autoridades 
regulatorias del sistema financiero para detectar lo que 
la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Ope-
raciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI), 
comúnmente conocida como Ley Antilavado de dinero, 
define como actividades vulnerables. Y por último, pero 
igualmente preocupante, la intervención de las autorida-
des de seguridad, fiscalías e instituciones de inteligencia 
financiera de proporcionar al INE información sobre las 
personas precandidatas y candidatas. 

El MCP introdujo desde 2007 el octavo párrafo del artículo 
134: “La propaganda, bajo cualquier modalidad de comuni-
cación social, que difundan como tales, los poderes públi-
cos, los órganos autónomos, las dependencias y entidades 
de la administración pública y cualquier otro ente de los tres 
órdenes de gobierno, deberá tener carácter institucional y 
fines informativos, educativos o de orientación social. En 
ningún caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, 
voces o símbolos que impliquen promoción personalizada 
de cualquier servidor público”.

El propósito de esta norma era que cualquier persona 
pudiera distinguir la información gubernamental de la 

propaganda política, que la información gubernamental 
no sirviera para promover a las personas gobernantes y 
que la propaganda gubernamental se suspendiera durante 
los períodos de campaña electoral. Esta reglamentación 
ha sido sistemáticamente violada por todos los gobier-
nos de todos los colores; sin embargo, desde que López 
Obrador instauró las conferencias de prensa matutinas, 
ahora llamadas por Sheinbaum las Mañaneras del pueblo, 
se transgreden abiertamente estas restricciones legales 
y constitucionales. A pesar de las órdenes del INE y del 
TEPJF, López Obrador se burló sistemáticamente de ellas.

La iniciativa proponía un párrafo adicional en este artículo 
que abría una excepción para permitir a “Las personas 
representantes de los tres órdenes de gobierno, bajo los 
principios de imparcialidad y neutralidad, podrán pro-
mover la participación ciudadana en los mecanismos de 
democracia directa, siempre que no influyan en sus resul-
tados”. La mala y contradictoria redacción es tan obvia 
que no merece ni siquiera la pena discutirlo, valga simple-
mente decir que a un artículo sistemáticamente violado 
se le genera una excepción que terminaría por nulificar la 
norma misma. 

Por otra parte, no se hizo ni el mínimo esfuerzo por 
corregir los vicios y falencias del MCP. Permanece un 
espíritu controlador y prohibicionista en el que cualquier 
persona física o moral puede ser un delincuente electoral 
en potencia. La autoridad en la materia tiene la carga 
regulatoria de revisar palabra por palabra qué se dice e 
imagen por imagen qué se graba. No se pueden tomar 
videos de los mítines y eventos en la plaza abierta por-
que si sale la imagen de un niño, ya se violó una ley o 
varias. La forma en la que se habla e invita a las per-
sonas a identificarse con el partido o votar por tal cual 
candidatura cambia si estamos en tiempos ordinarios, en 
tiempos de precampaña, en tiempos de intercampañas 
y en tiempos de campaña. No se modificaba el modelo 
de saturación de spots que han contribuido a generar un 
profundo rechazo a los partidos y la política. Por último, 
pero no por ello menos importante, se quedaban con 
prácticamente sin regulación las redes sociales, ya que 
no se estipuló nada relativo a la propaganda electoral que 
por ahí transcurre y tampoco se mencionó la obligación 
de reportar esos gastos, aun y cuando todo mundo sabe 
que en las granjas de bots se gastan importantes tajadas 
del financiamiento público.
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Es importante mencionar que no se propuso ninguna 
modificación al apartado D de la fracción III del artículo 
41 que establece lo que conocemos como el Procedi-
miento Especial Sancionador (PES). Éste supone ser 
un procedimiento jurisdiccional diseñado para corregir 
de manera inmediata los abusos al Modelo de Comuni-
cación Política; está ampliamente documentado que la 
cantidad de quejas que se presentan en esta materia 
ha llevado a que la sala especializada que solamente 

atiende este tipo de juicios ha dilatado más de un año 
en resolver muchos de los casos planteados.

En conclusión, la regulación propuesta en materia de 
propaganda política en la iniciativa de reforma en mate-
ria electoral no partió de un diagnóstico, tenía propuestas 
inútiles o difíciles de implementar y no acometía proble-
mas que hace muchos procesos electorales están clara-
mente identificados. 




